STJSL-S.J. – S.D. Nº 171/14.-

---En la Ciudad de San Luis, a diecinueve días de diciembre de dos mil catorce, se reúnen en Audiencia Pública los Sres. Ministros OSCAR EDUARDO GATICA, OMAR ESTEBAN URÍA, LILIA ANA NOVILLO y  HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ - Ausente en este acto el Dr. FLORENCIO DAMIAN RUBIO, por encontrase en uso de Licencia - Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar  sentencia en los autos: “INCIDENTE DE RECURSO DE CASACION EN AUTOS: MARTINEZ ROLANDO DARIO (IMP) / MONZON HECTOR DANIEL  y  MONZON MAIRA SOLEDAD (DAM) - HOMICIDIO CULPOSO EN ACCIDENTE DE TRANSITO (Dr. LEVINGSTON)”. IURIX INC Nº 135957/4.-
Conforme al sorteo practicado oportunamente con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dres OMAR ESTEBAN URÍA, LILIA ANA NOVILLO, HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ y OSCAR EDUARDO GATICA. 

Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión del Tribunal son:

I) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación?

II) ¿Existe en el fallo recurrido alguna de las causales enumeradas en el art. 428 del Código Procesal Penal?

III) En caso afirmativo de la cuestión anterior, ¿Cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse del caso en estudio?

IV) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?

V) ¿Cuál sobre las costas?

A LA PRIMERA CUESTIÓN, el Dr. OMAR ESTEBAN URIA, Dijo: 1) Que a fs. sub. 3/8 y vta. comparecen los abogados defensores de Rolando Darío Martínez e interponen recurso de casación contra la sentencia definitiva condenatoria de fecha 14/03/14, dictada por la Cámara de Apelaciones en lo Penal Nº 2 de la Primera Circunscripción Judicial.- 
                                                                                                                                ///…

2) Que a los efectos de la admisibilidad del recurso, esto es, la aptitud formal del acto impugnaticio derivada de la concurrencia de los requisitos necesarios para provocar el juicio de casación y la sentencia del Tribunal de recurso, se observa que ha sido interpuesto y fundado en término contra una sentencia definitiva de Cámara, estando eximido de efectuarse el depósito de rigor en virtud de lo dispuesto por el art. 431 del C.P. Crim., siendo en consecuencia formalmente procedente.-
Por lo expuesto, VOTO a esta PRIMERA CUESTION por la AFIRMATIVA.-
Los Señores Ministros Dres. LILIA ANA NOVILLO, HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ y OSCAR EDUARDO GATICA comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.-
A LA SEGUNDA CUESTIÓN, el Dr. OMAR ESTEBAN URIA, Dijo: 1) Que  a fs. sub. 3/8 y vta., los apoderados del imputado expresan, que la sentencia es totalmente arbitraria y hasta contiene una falsedad ideológica; que la misma fue dictada para calmar el clamor popular, no habiendo valorado los elementos arrimados al debate oral como a los obrantes en la causa.-
Continúan, que se ha omitido merituar elementos probatorios. No se tuvo en cuenta la mecánica del hecho, que ocurrió tal cual lo relata la defensa en los alegatos, “un cuadro asmático mal tratado médicamente que ha sufrido una situación de estrés (desperfecto de su automóvil, robo de parlantes, estar a la intemperie), sufre una situación de ahogo, se agacha a buscar su remedio de la guantera y pierde el control de vehículo cruzándose de carril, provocando el accidente por una cuestión involuntaria”.-
Agregan, en cuanto a las pericias mecánicas, que las mismas no aclararon ninguna circunstancia, se limitaron a describir supuestos, sin ninguna certeza ni descripción fehaciente del hecho, no pudiendo determinar la velocidad del auto. Los peritos carecían de idoneidad y de experiencia en el tema.-
Señalan en cuanto al tema del alcohol, que no quedó claro por impericia de los peritos policiales. Que al imputado se le realizó un Alcohotest y no una Alcoholemia, tal cual es el procedimiento correcto para estos casos. La Lic. Rodríguez desechó el test de alcoholemia que hicieron pero no acompañaron al Tribunal, por considerar que el Alcohotest era mejor prueba, no constando en su historia clínica que haya ingresado alcoholizado al Policlínico.-
Sostienen, que lo correcto hubiera sido que la Excma. Cámara aplicara lo normado por el art. 34 inc. 1 del Código Penal y en su caso  el art. 1 del C. Procesal Criminal.-
2) Que a fs. sub. 10, se tiene por no contestado el traslado ordenado a fs.  sub 9.- 

3) Que a fs. sub. 12 y vta., el Sr. Procurador General emite dictamen postulando el rechazo de la casación articulada.-
4) El recurso de casación ha sido definido como el medio de impugnación por el cual, por motivos de derecho específicamente previstos en la ley, una parte postula la revisión de los errores jurídicos atribuidos a la sentencia de merito que la perjudica, reclamando la correcta aplicación de la ley sustantiva, o la anulación de la sentencia y una nueva decisión, con o sin reenvío a un nuevo juicio. (Cfr. Tratado de los Recursos, Tomo III, Recurso de Casación Penal, por Jimena Jatip, Págs. 39/82. Ed. Rubinzal Culzoni).-
Calamandrei, en su obra "Estudio sobre el Proceso Civil", Ed. Bibliográfica Argentina, B.A. 1961, afirma que: "el recurso de casación es una acción de impugnación que se propone ante el órgano jurisdiccional supremo para obtener la anu​lación de una sentencia de un juez inferior que contenga un error de derecho en la decisión de mérito".-
Sin perjuicio de ello, ahora con el alcance del nuevo recurso de casación surgido de la sentencia de la Corte Suprema en “Casal Matías Eugenio”, del 29/9/2005, según la cual, después de la reforma constitucional de 1994 (Art. 75 inc. 22) y teniendo en cuenta la jurisprudencia internacional (Cfr. “Herrera Ulloa”, 1994, de La Corte Interamericana de Derechos Humanos), todo condenado tiene derecho a recurrir la sentencia para que un tribunal superior revise integralmente los fundamentos del fallo, incluidos los que hacen a la prueba del hecho con el único límite de los que están íntimamente ligados a la inmediación real.-
La Corte remarcó que la norma procesal que regula el recurso de casación (arts. 456 en la Nación,  arts. 428/429 entre nosotros), no restringe el alcance de la casación entendida de este modo sino que había sido interpretada restrictivamente -y por ende de modo inconstitucional-, y por ello no declaró su inconstitucionalidad, sino que estableció cuál era el criterio con que debe ser interpretada.-
5) Sentado lo anterior, adelanto que comparto y hago mío el dictamen del Sr. Procurador General de fs. sub. 12 y vta.-
Que de los fundamentos del recurso intentado, surge, que los agravios del recurrente se centran básicamente, en la errónea valoración efectuada por la Excma. Cámara de las pruebas producidas y en la omisión de considerar aquellas que acreditarían que el accionar del imputado no fue imprudente, pues aduce que no se encontraba en estado de ebriedad y que el accidente se produjo ante un episodio de asma, que obligó al conductor a buscar el remedio en la guantera, desencadenando el siniestro.-
Entrando en el estudio de los planteos referidos, leída y analizada el acta del debate oral, fs. 376/407 y vta., y los fundamentos de la sentencia, fs. 410/436 y vta.-, debo decir, que es correcta la apreciación realizada por la Excma. Cámara del plexo probatorio, resultando inatendibles los agravios de la defensa.-
Que en efecto, quedó comprobado en autos, que el imputado se encontraba en estado de ebriedad y bajo los efectos de un ansiolítico, diazepan,  al momento del accidente, todo lo cual surge de la pericia química obrante a fs. 79/84 y confirmada por los testimonios de los médicos forenses Dres. Ricardo Torres y Luis Lucero Ariente, a fs. 380 vta. /381 y vta. y fs. 382 vta./ 384 y vta., respectivamente.-
Que sobre el punto, comparto con los Sres. Camaristas, en que la obtención de las muestras ha sido regular y legal, teniendo en cuenta la declaración de la Lic. Carla Rodríguez, bioquímica de la fuerza policial, fs. 392/395 vta.-
Sin lugar a dudas, en el caso, el estado de ebriedad y el consumo de psicofármacos, no resulta de una mera inferencia presuncional, sino de la demostración cabal de que han poseído relevancia causal suficiente, de modo tal que el accidente no se hubiera producido, por cuanto una persona alcoholizada no cuenta con la lucidez y reflejos que pudiera desplegar de no encontrarse en tal estado.  Es por ello que su imprudencia resulta irrefutable.-
Que ante lo dicho, se advierte que la conclusión a la que se arriba en la resolución impugnada se ajusta a las constancias de autos, ya que es claro, a tenor de un análisis amplio de lo actuado, que quien infringió las normas de tránsito, ocasionando con su accionar imprudente la colisión, fue el imputado, por lo que resultan suficientes, para responsabilizar penalmente a Rolando Darío Martínez.-
6) Que en consecuencia, el recurrente no logra demostrar el absurdo que autoriza a revisar lo resuelto, atento que la mentada sentencia tiene suficientes fundamentos, que la avalan como acto judicial válido y se adecua a las circunstancias comprobadas de la causa.-
Que al respecto, es jurisprudencia pacífica de la C.S.J.N. y del Superior Tribunal que “... al contar el pronunciamiento impugnado con fundamentos suficientes, al margen de su acierto o error cabe concluir que no corresponde hacer lugar a la tacha de arbitrariedad formulada, pues tal doctrina no autoriza a sustituir el criterio de los jueces de las instancias ordinarias por el de este Tribunal”. (Cfr. Fallos 297:235 y 181; S.T.J.S.L “Castelli Oscar Roque c/ De-Cre-Mer y Centro de Comercio e Industria de la Ciudad de Villa Mercedes - Habeas Data - Medida Autosatisfactiva - Dilig. Preliminar - Recurso de Queja”, 5-10-05 entre otros).-
Que por otra parte, se debe observar que la finalidad de carácter general que reviste el recurso de casación, es conseguir la uniformidad de la jurisprudencia y la finalidad específica es la de obtener la nulidad de una sentencia por errónea aplicación o interpretación de la norma legal sustantiva en el caso concreto fijado en sentencia definitiva por el Tribunal de mérito, lo que no acontece en la causa.-
Este análisis lleva a sostener que “.... está excluido del control de la Corte de Casación el ejercicio de los poderes discrecionales del Juez de mérito, siempre que sean ejercidas dentro de los límites de la autorización legal” (Cfr. De la Rúa, Fernando - Recurso de Casación, p. 312).-
                                                                                                                                 ///…

Que en efecto, se ha expresado que a la casación llegan los relatos, que de la prueba efectúa el tribunal de juicio, "pero no le llegan ni las pruebas testimoniales originales, ni las impresiones originales de las inspecciones y comprobaciones realizadas en el curso del debate", por lo cual, el contralor no puede ni debe invadir el ámbito que configura la competencia reservada precisamente a los jueces de mérito, porque son quienes tienen la inmediación en la recepción de la prueba, les corresponde apreciar libre y prudencialmente la eficiencia probatoria" (Cfr. Núñez, Ricardo C., "El contralor de las sentencias de los tribunales de juicio por vía de la casación", Opúsculos de Derecho Penal y Criminología, nº 40, Ed. Lerner, p. 30).-
Que el fallo atacado ha realizado una correcta valoración de los hechos y de la prueba, no ha vulnerado las garantías constitucionales de defensa en juicio y debido proceso del imputado, por el contrario, se han consignado suficientes las razones que llevan a determinar las conclusiones expresadas.-
Por lo expuesto, se concluye, que en la Sentencia bajo recurso se ha efectuado una correcta aplicación del derecho, ya que del examen exhaustivo de la causa surge acreditada la autoría y responsabilidad penal del Rolando Dario Martínez por el delito de homicidio culposo en accidente de tránsito (art. 84 y 45 del Código Penal) en perjuicio de Héctor Daniel Monzón y Maria Soledad Monzón, correspondiendo rechazar el recurso intentado.- 
Por ello, VOTO a esta SEGUNDA CUESTIÓN por la NEGATIVA.-
Los Señores Ministros Dres. LILIA ANA NOVILLO, HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ y OSCAR EDUARDO GATICA comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a esta SEGUNDA CUESTIÓN.-

A LA TERCERA CUESTIÓN, el Dr. OMAR ESTEBAN URIA Dijo: Que atento a la forma en que se ha votado la cuestión anterior, no corresponde su tratamiento.-
                                                                                                                                 ///…

Los Señores Ministros Dres. LILIA ANA NOVILLO, HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ y OSCAR EDUARDO GATICA comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a esta TERCERA CUESTIÓN.-

A LA CUARTA CUESTIÓN, el Dr. OMAR ESTEBAN URIA, Dijo: Que corresponde Rechazar el recurso de Casación intentado, confirmando la sentencia recurrida. ASI LO VOTO.

Los Señores Ministros Dres. LILIA ANA NOVILLO, HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ y OSCAR EDUARDO GATICA comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.-

A LA QUINTA CUESTIÓN, el Dr. OMAR ESTEBAN URIA, Dijo: Que corresponde que las costas se impongan al recurrente. ASI LO VOTO.
Los Señores Ministros Dres. LILIA ANA NOVILLO, HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ y OSCAR EDUARDO GATICA comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.-

Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Sres. Ministros la Sentencia que va a continuación:

San Luis, diciembre diecinueve de dos mil catorce.-
Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) Rechazar el recurso de Casación intentado, confirmando la sentencia recurrida.- 
II) Costas al recurrente.-
REGISTRESE y NOTIFIQUESE

___________________________________________________________________
La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Dres. OSCAR EDUARDO GATICA, OMAR ESTEBAN URÍA, LILIA ANA NOVILLO y HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ, en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis, no siendo necesaria la firma ológrafa, conforme Reglamento Expediente Electrónico.- 
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